


Constitución, el cual establece que toda reforma previamente aprobada deberá ser ratificada pÓr la 
siguiente Asamblea Legislativa con el voto favorable de las dos terceras partes de los Diputados 
electos, o por la misma Asamblea con el voto de las tres cuartas partes de los Diputados electos, 
constituyendo dicha ratificación un requisito indispensable para la validez constitucional del 
acuerdo de reforma. 

Que en fecha 18 de marzo de 2026 la Comisión Política recibió y dio lectura al expediente 
relativo a la ratificación del Acuerdo de Reforma Constitucional No. 6, el cual fue analizado de 
manera integral y coordinada con los expedientes legislativos n. º 590-3-2026-1, 591-3-2026-1, 592-
3-2026-1 y 593-3-2026-1, correspondientes a reformas al Código Penal, a la Ley Especial Contra
Actos de Terrorismo de El Salvador, a la Ley Especial Integral para una Vida Libre de Violencia para
las Mujeres y a la Ley Penal Juvenil, respectivamente, con el objeto de armonizar la legislación
secundaria con el nuevo parámetro constitucional en materia penal.

Que, en el marco del análisis técnico jurídico correspondiente, la Comisión acordó convocar 
al Gabinete de Seguridad, al Fiscal General de la República y a Magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia de El Salvador, a fin de recabar insumos técnicos especializados orientados a fortalecer 
el estudio de la ratificación constitucional y su desarrollo legislativo, reconociendo la importancia 
de la coordinación interinstitucional en materia de seguridad pública, justicia penal y 
gobernabilidad democrática. 

• Que en fecha 19 de marzo de 2026 se recibió a representantes del Gabinete de Seguridad, 
compareciendo el Ministro de Seguridad Pública y Justicia, Lic. Gustavo Villatoro, y el 
Ministro de la Defensa Nacional, Almirante Francis Merino Monroy, quienes expresaron su 
respaldo técnico a la ratificación del Acuerdo de Reforma Constitucional y a las reformas 
legales vinculadas, destacando su importancia para fortalecer la tutela de bienes jurídicos 
fundamentales como la vida, la integridad personal, la libertad sexual, la seguridad pública 
y el orden social, en cumplimiento del articulo 2 constitucional.

• Que en fecha 20 de marzo de 2026 compareció el Fiscal General de la República, Lic. Rodolfo 
Delgado, quien brindó aportes técnicos relevantes para el análisis legislativo, destacando la 
pertinencia de la ratificación constitucional como instrumento necesario para robustecer la 
eficacia del sistema penal frente a delitos de extrema gravedad, en atención a la realidad 
criminológica actual y a las necesidades institucionales en materia de persecución penal.

• Que en fecha 23 de marzo de 2026 comparecieron ante esta Comisión el Lic. Alejandro 
Antonio Quinteros, Magistrado Presidente de la Sala de lo Penal, y el Lic. Fernando Marroquín 
Galo, Magistrado de la Sala de lo Contencioso Administrativo, ambos de la Corte Suprema de 
Justicia de El Salvador, quienes manifestaron que las reformas en estudio guardan 
conformidad con los criterios desarrollados por la Sala de lo Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia de El Salvador en la sentencia de inconstitucionalidad 69-2017, 
particularmente en lo relativo a la admisibilidad constitucional de la pena de prisión perpetua 
revisable o permanente la cual es compatible con el orden constitucional salvadoreño. En tal 
sentido, señalaron que dicha modalidad sancionatoria no constituye una pena perpetua 
absoluta o irrevisable, en tanto incorpora mecanismos de revisión jurisdiccional periódica 
basados en criterios normativos previamente establecidos, permitiendo evaluar la evolución 
penitenciaria del condenado, su pronóstico individualizado de reinserción social y su nivel de 
peligrosidad. Finalmente, indicaron que la previsión legislativa de la prisión perpetua 
revisable encuentra sustento en el principio de proporcionalidad, el cual exige que la
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